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en forma de noticia se da a conocer la muerte de dos personas 

privadas de su libertad por la agresión de “otro interno” (sic) en el 

Centro de Ejecución de Sanciones de esta ciudad capital. 

 

2. Una vez analizado su contenido, se solicitó al Secretario de 

Seguridad Pública del Estado, la adopción de una Medida Cautelar 

consistente en: “ PRIMERA: Se proporcione atención e información a 

los familiares de las personas privadas de la libertad afectados por 

los hechos reportados por diferentes medios, de comunicación en el 

referido centro de reclusión; SEGUNDA: se implementes las acciones 

que sean necesarias para salvaguardar la vida, integridad física, 

emocional y psicológica de las personas privadas de la libertad que 

se encuentren bajo su custodia” (sic); así mismo, se le solicitó 

informe en relación a los hechos señalados en las notas de prensa. 

 

3. Mediante oficio número SSP/SSESRS/002230/2023 de fecha 23 

de enero del presente año, el Subsecretario de Ejecución de 

Sanciones y Reinserción Social de la Secretaría de Seguridad Púbica 

de Tamaulipas, comunicó lo siguiente:  
 
 
 

“..sobre el particular me permito informarle que NO SE ACEPTAN LAS 
MEDIDAS CAUTELARES que se solicitan, en virtud de que, respecto al 
primer punto, el área correspondiente adscrita al Cedes Victoria les ha 
proporcionado información de forma oportuna a los familiares de las 
personas privadas de la libertad afectadas por los hechos suscitados.-En 
cuando al segundo punto, como se acredita con la copia simple adjunta al 
presente, consistente en el oficio SSP/SSESRS/002078/2023, de fecha 21 
de enero del presente año, he  solicitado a la Mtra.  

, Directora del Centro de Ejecución de Sanciones informe las 
acciones implementadas antes, durante y después de los hechos que 
sucedieron el 19 de  enero  del presente año;  por lo que, una vez        
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que sean remitidas las acciones realizadas por dicha Autoridad, se le 
enviaran a la brevedad posible.- Así mismo describe que con la finalidad 
de integrar debidamente el expediente de mérito, solicita instruya a quien 
corresponda, remita a ese Organismo, INFORME sobre lo señalado en las 
notas de prensa, en la cual precise lo siguiente: 1.- Manifieste si son 
ciertos o no los hechos en lo que perdieran la vida dos personas privadas 
de su libertad, en su caso, nos nombres de los mismos. Si, son ciertos 
los hechos. Los nombres de las personas que se encontraban recluidas y 
que perdieron la vida son:  y  

 .- 2-Señale los protocolos instrumentados a raíz del 
incidente registrado en el Centro de Ejecución de Sanciones de esta 
Ciudad, en los que perdieran la vida dos personas privadas de su libertad. 
Se instrumentaron protocolos relacionados al manejo de alteración del 
orden, atención inmediata a lesiones o muerte en custodia y cadena de 
custodia.- 3.- Precise el número de custodios y/o elementos que 
brindaban seguridad al interior de los módulos que conforman el Centro 
Penitenciario los días 19 y 20 de enero de 2023 y proporcionen sus 
nombres. No es posible proporcionar los nombres de los custodios, en 
virtud de que constituyen información sensible, de conformidad en los 
artículos 120, 126, 127 y 128 de la Ley a Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Tamaulipas.- Finalmente, es preciso 
citar que la Directora del Centro Penitenciario dio aviso a la Autoridad 
correspondiente de la Fiscalía General de Justicia del Estado para 
determinar lo conducente, así como para efecto de realizar la puesta a 
disposición del probable responsable para deslindar responsabilidades 
correspondientes, también se solicitó a la Titular de la Dirección de 
Asuntos Internos de la Secretaría de Seguridad Pública, lleve a cabo las 
investigaciones necesarias y remitir oportunamente el expediente de 
investigación realizada ante las instancias competentes a fin de que se 
determine lo que en derecho resulte procedente.- Por lo anteriormente 
expuesto, se anexa al presente como número dos, copia simple de la 
tarjeta informativa, de fecha 19 de enero de 2023, signada por la Mtra. 

, Directora del Cedes Victoria, a través de la 
cual hace de conocimiento los hechos suscitados en establecimiento 
penitenciario el 19 del mes y año en curso, adjuntando copias simples de 
las tarjetas informativas de esa propia fecha signadas por el custodio 

      ,   así   como  la  Dra.  …”.  
(sic).  
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4. Se ordenó la apertura de un período probatorio consistente en 

diez días hábiles. 

 

5. Mediante oficio 00443/2023 de fecha 20 de enero del año en 

curso, se hizo del conocimiento a la Directora de Asuntos Internos de 

la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, sobre la radicación del 

expediente de queja, anexando copia certificada de la nota 

periodística, a fin de que se brindara el trámite conforme a derecho.   

 

6. Con el oficio número FGJ/DGAJDH/DCDH/DH/1771/2023, de 

fecha 30 de enero del presente año, el C.  , 

Director General de Asuntos Jurídicos y de Derechos Humanos de la 

Fiscalía General de Justicia del Estado, informó que derivado de los 

acontecimientos mencionados, se radicó la carpeta de investigación 

 en la Unidad de Investigación y Litigación, por el delito de 

homicidio calificado de quienes en vida llevaran por nombre  

y , misma que se 

encontraba en integración.  

 

7. Por oficio número FGJ/DGAJDH/DCDH/DH/22323/2023, de 

fecha 21 de junio del 2023, el C.  , Director 

General de Asuntos Jurídicos y de Derechos Humanos de la Fiscalía 

General de Justicia del Estado, remitió copia fotostática autentica de 

la carpeta de investigación , en agravio de  

 y , en las que se destacan 

las siguientes documentales: 
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 Informe Policial Homologado sin fecha ni hora, con datos de 

quien pone a disposición es el C. , adscrito a 

CEDES VICTORIA, con el cargo de Custodio, la autoridad 

quien recibe la Puesta a Disposición es el Agente del 

Ministerio Público de la Unidad de Investigación y Litigación 

de la Fiscalía General de Justicia del Estado de Tamaulipas.     

 Informe Policial Homologado de fecha 20 de enero del 2023, 

elaborado por los CC.     

 y , Agentes de 

Investigación de la Fiscalía General de Justicia del Estado.  

 Acta de Entrevista de fecha 19 de enero del 2023, recabada 

al C. , Custodio del Centro de Ejecución de 

Sanciones de esta ciudad.  

 Acta de Entrevista de fecha 19 de enero del 2023, recabada 

al C. , Custodio del Centro de 

Ejecución de Sanciones de esta ciudad. 

 Acta de Entrevista de fecha 19 de enero del 2023, recabada a 

la C. , Directora del Centro de 

Ejecuciones de Sanciones de esta ciudad capital.  

 Acta de Entrevista de fecha 20 de enero del 2023, recabada 

al C. , padre de quien en vida llevara el 

nombre de .  

 Oficio número FGJET/VLCPC/DGLC/UIL/513/2023, de fecha 

20 de enero de 2023,  firmado  por  la  Agente del  ministerio 
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 Público Adscrito a la Unidad de  Investigación  y  Litigación 

de la Fiscalía General de Justicia del Estado de Tamaulipas, 

dirigido  a la Comisionada Ejecutiva de la Comisión Estatal de 

Víctimas de Ciudad Victoria, Tamaulipas, mediante el cual 

solicitó, designara asesor victimal y se le brindara el apoyo 

integral a la ofendida    , por el 

homicidio de , y se hicieran las 

anotaciones correspondientes en el Registro Público de 

Víctimas.       

 Acta de Entrevista de fecha 23 de enero del 2023 recabada a 

la C. , quien dijo haber sido pareja 

sentimental de .  

 Oficio número FGJ/VLCPC/DGLC/DLED/UIL/API/366/2023, de 

fecha 06 de marzo del presente año, a través del cual la C. 

Lic. , Agente de la Policía adscrita a la 

Unidad de Investigación y Litigación de la Fiscalía General de 

Justicia del Estado, solicita al Subsecretario de Ejecución de 

Sanciones y Reinserción Social en el Estado, copias de los 

expedientes laborales del personal que laboró el día 19 de 

enero del 2023, específicamente en las áreas jurídicas, 

administrativas, médica, seguridad e intendencia, así como 

de los directivos, esto con el fin de obtener información 

relevante para el esclarecimiento de los hechos derivado de la 

información  proporcionada  y  llevar  a  cabo en su momento  
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entrevistas al personal que pudiera aportar algún dato o 

elemento para investigación.  

 

8. Declaración informativa de fecha 15 de junio del 2023, 

elaborada por personal adscrito a este Organismo, en la cual el C. 

, Custodio “A” del Centro de Ejecución 

de Sanciones de esta ciudad, expuso lo siguiente: 
 

“…que aproximadamente tengo  años laborando en CEDES 
iniciando en Nuevo Laredo, Tamaulipas y actualmente me 
encuentro comisionado en el CEDES con residencia en Tula, 
Tamaulipas, desde el mes de marzo de este año. Quiero manifestar 
que estuve aproximadamente 5 meses como encargado de guardia 
del CEDES Victoria, que el día de los hechos sin recordar la fecha 
exacta, sólo sé que fue en el mes de enero aproximadamente entre 
las 8:30 y 9 de la noche, al realizar el último recorrido y el cierre de 
las celdas, yo venía del módulo 5 y al llegar al módulo 4 mi 
compañero , encargado del módulo, desde el 
pasillo me informó que en una celda se encontraban 2 PPLS 
lesionados y 1 asegurado en otra celda, por lo que en ese momento 
yo me regresé al área médica y a la dirección para informarles lo 
que me había dicho mi compañero , por lo que en ese 
momento nos dirigimos a dicho módulo y acudiendo la doctora  
y la directora  al lugar de los hechos, por lo que yo me quedé 
desde el pasillo aproximadamente a unos siete metros, esperando 
indicaciones de mi superior; aproximadamente una hora después 
llegó personal de la Fiscalía, entre ellos investigadores, peritos, 
etc., yo ya me mantuve al margen del área dentro del módulo, y en 
esa misma noche los agentes de la investigadora se acercaron a mi 
compañero  y a mi y nos entrevistaron por separado 
firmando ante ellos mi declaración; quiero manifestar que para 
cuando ellos nos entrevistan ya cuentan con la información 
proporcionada por el CEDES sin informarme nada a mi; por lo yo 
solo me entero que hay 2 fallecidos, sin recordar los nombres de los 
tres involucrados. Solo me enteré a través del informe de fecha 19 
de enero del 2023, de los nombres de las personas fallecidas y del 
otro PPL involucrado, y que en este momento no recuerdo sus 
nombres…” (sic).   
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9. Dentro de la declaración informativa de fecha 15 de junio del 

2023, del C.   , Custodio adscrito al Centro de 

Ejecución de Sanciones de esta ciudad, desahogada en esta 

Comisión de Derechos Humanos, expuso lo siguiente: 
 
 

 
 

“… que en fecha 19 de enero de este año, yo me encontraba de 

servicio de 24 por 48 horas, en el Centro de Ejecución de 

Sanciones de esta ciudad, donde laboro como custodio 

aproximadamente como a las ocho y media de la noche, por 

instrucciones del Comandante    , 
realicé un rondín en el módulo cuatro, al entrar por el pasillo en 

el área “A” vi que a unos veinte metros de distancia sobre el 

pasillo a un PPL, el cual se encontraba enfrente de la celda A6 

parado, vi que él traía en las manos un objeto punzocortante, 

también vi que las manos las tenía manchadas de rojo, también 

la ropa y el pantalón traía manchas rojas, al momento que lo vi 

le grité desde la reja de acceso que qué traía en la mano y no 

me contestó, le volví a preguntar y tampoco dijo nada, la tercera 

vez que le grité que soltara el arma que traía  en la mano, el PPL 

obedeció arrojó el objeto que traía en la mano a la celda A6, y se 

mete a la celda A5, ahí donde se metió, entonces yo abro la reja 

de acceso al área, entro y le pregunto qué había hecho y él me 
contesta que había matado a los dos internos que se 

encontraban en la celda A6 y que lo había hecho por viejas 

rencillas, inmediatamente yo aseguro la celda donde se 

encuentra él que es la A5, y me asomo a la celda A6 veo a las 

dos personas tiradas en el piso con manchas de sangre en todo 

el cuerpo y en el piso, de inmediato le di parte a mi comandante 

de guardia y al área médica, quienes arribaron para prestar 

auxilio inmediatamente, después de eso me dice el comandante 

que va a pasar detenido el PPL que estaba en la celda A5, 

entonces me ordena que le ponga los candados de mano, y así 

mismo le leí los derechos del porque se le detiene, del cual no 

quiso firmarme la hoja, entonces una vez que ya me dice el 

comandante que resguardara el área, me quedo resguardando el 
área; posteriormente llega la Directora    

, quien me indicó que era necesario cambiarle la ropa al 

PPL, para resguardarlo como prueba la ropa manchada, le 

trajeron un cambio al interno, y se lo entregamos a los 
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elementos de la investigadora; y de ahí ya a mi me sacan de esa 

área los agentes de la Policía Investigadora y me empiezan a 

entrevistar, posteriormente el suscrito elaboré el IPH, con apoyo 

de los policías investigadores, por lo que me permito adjuntar a 

esta declaración los documentos elaborados por tales  hechos. 

Agrego que antes del rondín a las 6 de la tarde se realizó el pase 

de lista a los internos, pero como somos pocos custodios nos van 

asignando varias actividades por parte del Comandante, y los 

rondines los hacemos conforme se nos vaya indicando….”. (sic).  

 

10. Constancia de fecha 28 de septiembre de 2023, elaborada por 

personal de este Organismo Protector de Derechos Humanos, en la 

que se asentó que personal de esta Comisión trató de ponerse en 

comunicación con los familiares que acudieron a la Fiscalía General 

de Justicia a reclamar los cuerpos de quien en vida llevaran por 

nombre  y , con 

la finalidad de brindar atención y orientación adecuada sobre el 

expediente que nos ocupa, con quienes no se logró entablar la 

comunicación. 

        

11. Oficio número SSP/DAI/DI/002684/2023, de fecha 12 de junio 

del presente año, signado por la C. Mtra. , 

Directora de Asuntos Internos de la Secretaría de Seguridad Pública 

del Estado, mediante el cual remite copia certificada del expediente 

de investigación , iniciado con motivo de los 

hechos en que perdieran la vida las personas privadas de la libertad 

 y . 
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12. De las constancias que integran el presente expediente, tienen 

especial relevancia para acreditar los hechos y antecedentes 

descritos en el apartado anterior las siguientes evidencias o medios 

probatorios: 

 Oficio número SSP/SSESRS/002076/2023 de fecha 21 de enero 

de 2023, firmado por el Mtro.   , 

Subsecretario de Ejecución de Sanciones y Reinserción, dirigido a 

la Directora de Asuntos Internos, mediante el cual solicitó iniciara 

procedimiento administrativo en contra de quien resulte 

responsable, por los hechos sucedidos en el Centro de Ejecución 

de Sanciones de estas ciudad, el día 19 de enero del año en curso 

en donde perdiera la vida, las personas privadas de la libertad 

 y .      

 Datos  personales  Directora de Centro 

de Readaptación Social de Ciudad Victoria, Tamaulipas, de la 

Secretaría de Seguridad Pública.  

 Datos personales del C. , Adscrito a la 

Dirección de Control de Ejecución de Sanciones, del 

Departamento de Ejecución de Sanciones de la Secretaría de 

Seguridad Pública.  

 Datos personales del C. , Custodio “A” adscrito a 

la Dirección del Centro de Ejecución de Sanciones de la Secretaría 

de Seguridad Pública.      

 Tarjeta Informativa de fecha 19 de enero de 2023, firmada por 

      ,  Comandante   de   Guardia   en  
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Turno, Dirigido a la Directora del Centro de Ejecución de 

Sanciones Victoria, y al Cmte.   , 

Encargado del Departamento de Seguridad y Custodia, medie en 

la cual, en esencia se advierte que el custodio  

se encontraba asignado al módulo 4. 

 Rool diurno  de servicios del personal de seguridad y custodia de 

la Subsecretaría de Ejecución de Sanciones y Reinserción Social, 

de fecha 18 al 19 de enero de 2023. 

 Rool nocturno de servicios del personal de seguridad y custodia de 

la Subsecretaría de Ejecución de Sanciones y Reinserción Social, 

de fecha 18 de enero de 2022 al 19 de enero de 2023. 

 Orden de servicio diurno del personal de seguridad y custodia de 

la Subsecretaría de Ejecución de Sanciones y Reinserción Social, 

de fecha 19 de enero de 2023, en la cual aparece el nombre del 

custodio , ubicación y/o punto a cubrir Modulo 

No. 4, firma y hora de reporte 08:00 a 21:00. 

 Orden de servicio nocturno del personal de seguridad y custodia 

de la Subsecretaría de Ejecución de Sanciones y Reinserción 

Social del 19 al 20 de enero de 2023, en el que aparece el 

nombre del custodio , ubicación y/o punto a 

cubrir, Guardia de Apoyo, Guardia Modulo 4, firma y hora de 

reporte 21:00 A 02:00;  02:00 A 07:00;  07:00 A 08:00.  

 Declaración informativa a cargo del custodio “A”  

, de  fecha  5 de junio de 2023,  desahogada en  

 



  Queja número 016/2023 

12 
 

 

 

 

las oficinas de la Dirección de Asuntos Internos de la Secretaría 

de Seguridad Pública, dentro del expediente     

 Declaración informativa a cargo del custodio “A”   

, de fecha 5 de junio de 2023, desahogada en las oficinas de 

la Dirección de Asuntos Internos de la Secretaría de Seguridad 

Pública, dentro del expediente .     

 

II. C O N C L U S I O N E S 
 

 

 

PRIMERA. Este Organismo es competente para conocer sobre 

los hechos presuntamente violatorios a derechos humanos, por tratarse 

de actos u omisiones imputadas a autoridades o servidores públicos del 

estado de Tamaulipas, al tenor de lo dispuesto por los artículos 102 

apartado "B" de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como 3 y 8 fracciones I, II, III y IV de la Ley de la 

Comisión de Derechos Humanos del Estado de Tamaulipas. Además, no 

existe acreditada alguna causal de improcedencia señalada en el 

artículo 13 del Reglamento de la Comisión de Derechos Humanos del 

Estado de Tamaulipas, toda vez que el presente expediente no se inició 

por actos y resoluciones de organismos y autoridades electorales,  no 

se controvierten resoluciones de naturaleza jurisdiccional, no fueron 

investigados actos u omisiones provenientes de autoridades o 

servidores públicos de la Federación; no se trata de actos u omisiones 

de autoridades contra los cuales se encuentre en trámite un recurso 

ordinario, juicio de amparo, o administrativamente la misma queja esté 

conociendo una autoridad competente. 
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SEGUNDA. Al no acreditarse alguna causa de 

improcedencia, se procede al estudio correspondiente. 

  

TERCERA. En principio, es oportuno señalar que el artículo 

1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

dispone para todas las personas el goce de los derechos humanos 

reconocidos en nuestra Carta Magna y en los tratados 

internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, lo que 

impacta de manera sustantiva en la labor que deben efectuar las 

autoridades de nuestro país para hacer positivas la totalidad de las 

obligaciones señaladas en materia de derechos humanos.  

 

I. CONTEXTO 

De conformidad el derecho internacional, las personas 

privadas de su libertad se encuentran en una situación de 

vulnerabilidad, por lo que la actividad del Estado debe instar por el 

estricto respeto de sus derechos humanos, pues quienes se 

encuentran en calidad de internos en los centros de ejecución de 

sanciones, no pierden su condición de ser humano y son personas 

que se encuentran sujetas a un régimen jurídico especial a quienes  

por determinado tiempo le fueron suspendidos algunos de sus 

derechos, sin que ello signifique la suspensión o anulación de la 

titularidad de sus derechos fundamentales, como es, la vida, 

integridad, seguridad personal, igualdad y trato digno. 
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El sistema penitenciario es considerado por tratadistas 

como el último eslabón de la seguridad pública; al respecto, la 

Comisión de Derechos Humanos del Estado de Tamaulipas, continua 

sumando esfuerzos con la finalidad de colaborar institucionalmente 

con las autoridades estatales y federales, así como organismos de la 

sociedad civil para que el tratamiento de reinserción social sea 

efectivo y categórico, realizando visitas periódicas en los diversos 

establecimientos penitenciarios (CEDES) para supervisar las 

condiciones en las que desarrollan sus actividades.   
 

Los hechos materia de nuestro análisis, se suscitaron a las 

20:30 horas del 19 de enero de 2023, dentro de la celda No. “A” 6 

del Módulo 4, de las instalaciones del Centro de Ejecución de 

Sanciones de Ciudad Victoria, Tamaulipas, trayendo como 

consecuencia el fallecimiento de dos personas privadas de la libertad 

(PPL) de nombre  y  

 quienes se encontraban en la celda “A” 6 del Módulo 4, toda 

vez que el PPL  los atacó con una 

“puntilla”, artefacto cuya portación es prohibida en centros de esta 

naturaleza. Dicha situación fue difundida a través de diversos medios 

virtuales de comunicación, motivando la activación de las facultades 

oficiosas de esta Comisión para dar inicio al expediente de queja que 

nos ocupa ante los hechos descritos, mismos que fueran confirmados 

por el Mtro ,  Subsecretario de Ejecución 

de Sanciones de la Secretaría de Seguridad Pública de Tamaulipas al 

manifestar que son ciertos los hechos por los cuales se dio inicio al 
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expediente de queja, además la Fiscalía General de Justicia del 

Estado, a través de la Unidad de Investigación y Litigación dio inicio 

a la Carpeta de Investigación  por el delito de Homicidio 

Calificado en contra de la persona privada de la libertad de nombre 

. 

 

II. VIOLACIÓN A LAS REGLAS MÍNIMAS DE LAS NACIONES 

UNIDAS PARA EL TRATAMIENTO DE RECLUSOS. 
 

Partiendo de la base de la obligación del Estado en 

garantizar el derecho a la reinserción social efectiva y a una vida 

digna para las personas que se encuentran privadas de la libertad, 

resulta imperante señalar la vigencia de los derechos de los 

reclusos o internos, que en un contexto de trato digno hacia todo 

ser humano, establece la preponderancia de respeto por parte del 

Estado por la vida y la dignidad humana, así como su sano 

desarrollo, lo que conlleva a su resguardo en toda su extensión, es 

decir en los aspectos físico y mental, incluso en una dinámica del 

sistema penitenciario, ya que en este contexto la acción del Estado 

debe velar por la vida e integridad del interno, con estricto apego a 

nuestro sistema jurídico y a la normatividad internacional en la 

materia. 

En ese tenor, debe precisarse que este Organismo, en 

ninguna forma se opone a las actuaciones que el Estado realiza en 

materia de ejecución de las penas de prisión, siempre que éstas se 

lleven a cabo  en concordancia con el sistema jurídico nacional y los 
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instrumentos internacionales de los que México es parte, de 

conformidad con lo que establece el artículo 1° de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuyo párrafo tercero señala 

que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen 

la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los 

derechos humanos, así como de acuerdo a lo establecido en los 

artículos 18 de la Carta Magna y 14 de la Ley Nacional de Ejecución 

Penal, en los que se establece que la Autoridad Penitenciaria 

organizará la administración y operación del sistema penitenciario 

sobre la base del respeto a los derechos humanos, del trabajo, la 

capacitación para el mismo, la educación, la salud y el deporte como 

medios para lograr la reinserción del sentenciado a la sociedad y 

procurar que no vuelva a delinquir, debiendo además supervisar las 

instalaciones de los Centros Penitenciarios para mantener la 

seguridad, tranquilidad e integridad, de las personas privadas de la 

libertad, del personal y de los visitantes, ejerciendo las medidas y 

acciones pertinentes para el buen funcionamiento de éstas.  

 

A fin de alcanzar los anteriores objetivos, resulta 

fundamental la debida observancia de las Reglas Mínimas de las 

Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos conocidas como 

Reglas Mandela, cuyo documento internacional fue aprobado desde 

el año 1955 y su última actualización fue realizada en el año 2015, 

por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas.  
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Dentro de las Reglas Mandela,  se establecen los principios y 

prácticas que hoy en día se reconocen como idóneos en lo que 

respecta al tratamiento de los reclusos y la administración  

penitenciaria, ello con el objeto de enunciar los elementos esenciales 

que deben contemplarse en los sistemas contemporáneos más 

adecuados, bajo la premisa básica es que todos los reclusos deben 

ser tratados con el respeto que merecen su dignidad y valor 

intrínsecos en cuanto a seres humanos; dentro del apartado relativo 

a las Restricciones, Disciplina y Sanciones, precisados en las Reglas 

36 a la 46, instauradas para garantizar la custodia segura, el 

funcionamiento seguro del establecimiento penitenciario y la buena 

organización de la vida en común, podemos enunciar las siguientes: 

Regla 36  
La disciplina y el orden se mantendrán sin imponer más 
restricciones de las necesarias para garantizar la custodia segura, el 
funcionamiento seguro del establecimiento penitenciario y la buena 
organización de la vida en común. 
Regla 37 
La ley pertinente, o el reglamento de la autoridad administrativa 
competente, determinarán en cada caso: a) las conductas que 
constituyen una falta disciplinaria; […] 
Regla 38 1.  
Se alienta a los establecimientos penitenciarios a utilizar, en la 
medida de lo posible, la prevención de conflictos, la mediación o 
cualquier otro mecanismo alternativo de solución de controversias 
para evitar las faltas disciplinarias y resolver conflictos. […] 
Regla 40  
Ningún recluso podrá desempeñar función disciplinaria alguna al 
servicio del establecimiento penitenciario. […] 
Regla 41.  
Toda denuncia relativa a la comisión de una falta disciplinaria por 
un recluso se comunicará con celeridad a la autoridad competente, 
que la investigará sin demoras injustificadas. […] 
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En ese mismo tenor, dentro del Informe No. 60/90, caso 

11.516 Ovelário Tames contra Brasil 13 de abril de 1999 151, así 

como el Informe  No. 34/00, caso 11.291 Carandirú contra Brasil 13 

de abril de 2000, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

se ha pronunciado sobre la obligación de las autoridades 

penitenciarias de proteger la vida y la integridad física y mental de 

las personas bajo su custodia y precisa una “falla en el servicio” 

cuando resulta ineficiente la protección que el Estado debe brindar a 

las personas que se encuentran bajo su custodia, máxime aun 

cuando éstas no pueden protegerse por sus propios medios, 

precisando que no se debe olvidar, que a los detenidos se les 

restringe parcialmente el derecho a la libertad, pero todos los demás 

derechos siguen plenamente en cabeza del recluso. 

 

III. DERECHO AL TRATO DIGNO, A LA INTEGRIDAD Y 

SEGURIDAD PERSONAL. 
 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 39, de la Ley 

de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Tamaulipas, de 

autos se advierten elementos de prueba suficientes que permiten 

acreditar, en los términos que se explicarán más adelante, que 

dentro de los hechos ocurridos en el Centro de Ejecución de 

Sanciones de esta ciudad capital se incurre en la falta de 

cumplimiento del deber de mantener su seguridad, derivando en la 

violación al derecho a la protección a la vida, a la integridad 

personal, al trato digno, y a la reinserción social. 
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En la actualidad, el principio de reinserción social es un 

mandato constitucional y convencional, cuyo cumplimiento significa 

aprovechar el tiempo de las personas privadas de la libertad, para 

que puedan desarrollar capacidades y actitudes positivas, aprender 

un oficio, y emprender actividades que le permitan seguir 

desarrollándose en acciones educativas y deportivas. 

 

La Comisión de Derechos Humanos del Estado de 

Tamaulipas, reconoce la responsabilidad que tienen las autoridades 

de la Subsecretaría de Ejecución de Sanciones y Reinserción Social 

de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de prestar atención 

y seguridad a las personas bajo su custodia, así como de las 

obligaciones que impone el párrafo segundo del artículo 18 

Constitucional, respecto de los ejes sobre los que debe organizarse el 

sistema carcelario para lograr la reinserción del sentenciado y 

procurar que no vuelva a delinquir, como labor fundamental del 

Estado; por ello, brindar condiciones de internamiento digno y 

seguro constituye un requisito fundamental para conseguir tal 

exigencia. 

Como se advierte, la reforma al párrafo segundo del Artículo 

18, emerge de igual manera de la modificación al artículo 1º de la 

Carta Magna citado con anterioridad, lo que deviene como el deber 

de la Subsecretaría de Ejecución de Sanciones y Reinserción Social, 

custodiar y salvaguardar los derechos humanos de las personas 

privadas de su libertad, sus familiares, personas que los visitan, así 
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como del personal administrativo y de custodia, en los diferentes 

Centros de Ejecución de Sanciones del Estado; en el entendido de 

que la prisión priva a los procesados y sentenciados de su derecho al 

libre tránsito, además de otros derechos civiles y políticos, como por 

ejemplo, el sufragio, sin embargo, todos los demás derechos 

humanos les pertenecen dentro y fuera de la institución 

penitenciaria. 

 

Es importante destacar que en el orden jurídico nacional, el 

día 16 de junio de 2016 se publicó en el Diario Oficial de la 

Federación, la Ley Nacional de Ejecución Penal, de la cual deriva un 

mandato a las autoridades de los tres órdenes de gobierno para que 

en concordancia con los principios de protección a los derechos 

humanos se diseñe y desarrolle una infraestructura acorde al 

Sistema Penitenciario Nacional que garantice el régimen de privación 

de la libertad en condiciones de estancia digna y segura. 

  

Así, de acuerdo con el Artículo 3º fracción XXIV de la Ley 

Nacional de Ejecución Penal, el Sistema Penitenciario se define como 

el conjunto de normas jurídicas y de instituciones del Estado que 

tiene por objeto la supervisión de la prisión preventiva y la ejecución 

de sanciones penales. Así también, de las medidas de seguridad 

derivadas de una sentencia, el cual está organizado sobre la base del 

respeto de los derechos humanos, del trabajo, la capacitación para el 

mismo, la educación, la salud y el deporte como medios para lograr 
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la reinserción de la persona sentenciada a la sociedad y procurar que 

no vuelva a delinquir. 

 

Tal como lo documenta anualmente la Comisión Nacional de 

Derechos Humanos en el Diagnóstico Nacional de Supervisión 

Penitenciaria; en sus Informes, Recomendaciones Generales y 

Recomendaciones particulares, en el sistema penitenciario nacional 

se observan grandes deficiencias, lo que pone en relieve la 

importancia de hacer cambios, transformaciones y, en general, una 

reingeniería, partiendo de estándares, normatividad y experiencias 

exitosas que permitan alcanzar buenas prácticas y cumplimentar con 

el fin de la pena privativa de la libertad. 

 

La Comisión Nacional ha señalado que la situación de los 

centros de reclusión en el Estado es propicia para la transgresión de 

los derechos fundamentales debido a una serie de irregularidades, en 

lo relacionado a instalaciones, así como al personal técnico y de 

seguridad, condiciones de hacinamiento en las celdas, entre otras. 

 

Es oportuno señalar que los derechos a la integridad 

personal y a la dignidad humana se encuentran previstos en los 

artículos 1º y 19, último párrafo, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en los que se reconoce que “…todas las 

personas son titulares de los derechos reconocidos en la 

Constitución General, los tratados internacionales de derechos 

humanos en los que el Estado mexicano sea parte, por lo cual toda 
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persona privada de su libertad debe ser tratada con debido 

respeto…”. 

 

En ese contexto, las autoridades a cargo de la custodia de 

las personas privadas de su libertad, se encuentran en una 

perspectiva de garante frente a éstas y responden directamente por 

las violaciones a sus derechos a la vida, salud e integridad 

personal; esto es que al privarla de la libertad, el Estado detenta un 

control de sujeción especial sobre ellas y, por consecuencia, se 

convierte en el responsable de salvaguardar los derechos que no les 

hayan sido restringidos por la reclusión corporal. 

 

En razón de lo anterior, dignidad humana entraña el 

valor inherente al ser humano por ser un ente racional, lo que se 

traduce en el derecho que las personas tienen a ser valoradas como 

sujeto individual y social, con sus características y condiciones 

personales, pero en igualdad de circunstancias. En efecto, la 

dignidad de una persona es el soporte de sus derechos humanos, los 

que son inmutables, inherentes e inalienables y, por lo mismo, 

respetables; en el caso que nos ocupa, los hechos acreditados donde 

perdieran la vida dos personas privada de la libertad dentro del 

Centro de Ejecución de Sanciones Victoria por heridas corto-

punzantes a manos de otro PPL, son contrarios a la dignidad, 

derecho al trato digno y a la vida. 
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En el caso “Neira Alegría y otros Vs. Perú”, (Fondo), 

sentencia de 19 de enero de 1995, página 60, la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos reconoce que “Toda persona 

privada de libertad tiene derecho a vivir en condiciones de 

detención compatibles con su dignidad personal y el Estado 

debe garantizarle el derecho a la vida y a la integridad 

personal. En consecuencia, el Estado, como responsable de los 

establecimientos de detención, es el garante de estos derechos 

de los detenidos”. 

 

En el Caso “Instituto de Reeducación del Menor Vs. 

Paraguay”, (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas), sentencia de 2 de septiembre de 2004, página 152, resolvió 

que: “Frente a las personas privadas de libertad, el Estado se 

encuentra en una posición especial de garante, toda vez que las 

autoridades penitenciarias ejercen un fuerte control o dominio sobre 

las personas que se encuentran sujetas a su custodia. De este modo, 

se produce una relación e interacción especial de sujeción entre la 

persona privada de libertad y el Estado, caracterizada por la 

particular intensidad con que el Estado puede regular sus derechos y 

obligaciones y por las circunstancias propias del encierro, en donde 

al recluso se le impide satisfacer por cuenta propia una serie de 

necesidades básicas que son esenciales para el desarrollo de una 

vida digna”. 
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En el mismo caso pero en su página 153, prevé que: “Ante 

esta relación e interacción especial de sujeción entre el interno y el 

Estado, este último debe asumir una serie de responsabilidades 

particulares y tomar diversas iniciativas especiales para garantizar a 

los reclusos las condiciones necesarias para desarrollar una vida 

digna y contribuir al goce efectivo de aquellos derechos que bajo 

ninguna circunstancia pueden restringirse o de aquéllos cuya 

restricción no deriva necesariamente de la privación de libertad y 

que, por tanto, no es permisible. De no ser así, ello implicaría que la 

privación de libertad despoja a la persona de su titularidad respecto 

de todos los derechos humanos, lo que no es posible aceptar”. 

 

En este tema, el Doctor José Luis Soberanes Fernández, en 

el Manual para la Calificación de Hechos Violatorios de los Derechos 

Humanos, expedido por la Comisión Nacional de Derechos Humanos 

en 2008, refiere que el trato digno consiste en “la prerrogativa 

que tiene todo ser humano a que se le permita hacer efectivas las 

condiciones jurídicas, materiales, de trato, acordes con las 

expectativas, en un mínimo de bienestar, generalmente aceptadas 

por los miembros de la especie humana y reconocidas por el orden 

jurídico”. 

 

En el caso que nos ocupa, la falta de vigilancia y custodia, 

fue factor determinante en los presentes hechos violentos, ya que en 

el momento que un interno (PPL) atacó a dos  internos (PPL) más, 

no se encontraba custodio realizando las labores de vigilancia en el 
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área, toda vez que se encontraba realizando el rondín, lo que 

propició que se tuviera el tiempo suficiente para que una persona 

privada de la libertad privara de la vida a otras dos con un arma 

punzocortante “puntilla”. 
 

De tales circunstancias, se comprueba la omisión de la 

autoridad penitenciaria en la aplicación de controles y medidas 

necesarias para la eficiente prevención en cuanto al ingreso de 

elementos o artefactos prohibidos al interior del CEDES, lo cual 

contraviene con la disposiciones legales de la materia, siendo éstas 

lo establecido en el artículo 27 numeral 1 de la Ley de Seguridad 

Pública en el Estado, relativo a las atribuciones de los cuerpos de 

vigilancia, custodia y seguridad de los Centros de Ejecución de 

Sanciones del Estado, así como en los numerales 15 Fracc. XIII y XV, 

20 y 93 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, mismos que a la letra 

señalan: 

LEY DE SEGURIDAD PÚBLICA PARA EL ESTADO DE TAMAULIPAS. 

ARTÍCULO 27.  
1.- Los cuerpos de vigilancia, custodia y seguridad de los Centros de Ejecución de 
Sanciones del Estado tendrán las siguientes atribuciones: 
I.- Garantizar que la seguridad y el orden dentro de los Centros de Ejecución de 
Sanciones, se logren sin menoscabo de los derechos humanos de los internos;  
II.- Vigilar a los internos con objeto de advertir su conducta para ayudar a 
preservar la paz y el orden dentro del establecimiento, garantizándose en todo 
momento el respeto a la privacidad de los internos;  
III.- Realizar el conteo de los internos mediante pase de lista, por lo menos dos 
veces al día;  
IV.- Vigilar el cumplimiento del sistema de identificación para distinguir a los 
internos de las diferentes secciones, a los miembros del personal y a los visitantes;  
V.- Ejecutar el sistema de registro periódico de celdas, en estricto apego al respeto 
de la privacidad;  
VI.- Sin excepción, llevar a cabo revisiones a las personas y vehículos que entren y 
salgan de los Centros de Ejecución de Sanciones, con pleno respeto a su dignidad y 
sus derechos humanos;  
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VII.- Cumplir con los horarios y lugares de custodia establecidos, con el objeto de 
preservar el orden y la paz dentro de los Centros de Ejecución de Sanciones;  
VIII.- Practicar detenciones o aseguramientos en caso de flagrancia, poniendo a las 
personas detenidas o los bienes que hayan asegurado o que estén bajo su custodia, 
a disposición de las autoridades competentes, en los términos y plazos 
constitucionales establecidos;  
IX.- Llevar a cabo la ejecución de operativos de revisión y mantenimiento del orden 
en los Centros de Ejecución de Sanciones del Estado, en coordinación con las 
autoridades competentes; y X.- Las demás que les señalen las disposiciones legales 
y reglamentarias aplicables o le instruyan sus superiores jerárquicos.  
 

LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL 

ARTÍCULO 15.  

Funciones de la Autoridad Penitenciaria  

La Autoridad Penitenciaria deberá llevar a cabo las siguientes funciones 
básicas: 

[…] 

XIII. Aplicar las medidas de seguridad o vigilancia a las personas privadas de la 

libertad que lo requieran; 
XV. Brindar servicios de mediación para la solución de conflictos 

interpersonales derivados de las condiciones de convivencia interna del Centro, 

y de justicia restaurativa en términos de esta Ley. 

[…] 
 

ARTÍCULO 20.  

Funciones de la Custodia Penitenciaria  

La Custodia Penitenciaria tendrá las funciones siguientes:  

I. Mantener recluidos y en custodia a las personas privadas de la libertad 
por disposición de la autoridad competente;  

II. Implementar las políticas, los programas y las estrategias establecidas 

en materia de seguridad y custodia penitenciaria, que para tal efecto diseñe la 

Autoridad Penitenciaria;  
III. Vigilar el estricto cumplimiento de las leyes, reglamentos y demás 

disposiciones aplicables;  

IV. Mantener el orden y disciplina de las personas privadas de la libertad;  

V. Preservar el orden y tranquilidad en el interior de los Centros, evitando 
cualquier incidente o contingencia que ponga en riesgo la integridad física de 

las personas privadas de la libertad, visitas y personal de los mismos;  

VI. Revisar a las personas, objetos o vehículos que pretendan ingresar o 

salir de los Centros, bajo los protocolos de actuación respectivos;  
VII. Salvaguardar la integridad de las personas y bienes en los Centros, así 

como garantizar, mantener y restablecer el orden y la paz en los mismos, 

utilizando para ello los protocolos aplicables, con apoyo en las herramientas, 

mecanismos y equipo necesarios disponibles para el cumplimiento de sus 

atribuciones;  
VIII. Efectuar revisiones periódicas en los Centros, con el objeto de prevenir 

la comisión de delitos con acatamiento de los protocolos y normatividad 

correspondientes, y 

IX. Las demás que le confieran ésta y otras disposiciones.  
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En la ejecución de las anteriores atribuciones, la Custodia Penitenciaria 

observará de manera irrestricta los derechos humanos de las personas privadas 

de la libertad, visitas y personal del Centro. 

 
ARTÍCULO 93.- Para garantizar que la seguridad y el orden dentro de los 

establecimientos se logren sin menoscabo de los derechos humanos se deberá:  

A.- Observará a los internos a fin de advertir cómo se relacionan y con quién, y 

cuáles son sus movimientos dentro del establecimiento. Esto se llevará a cabo 
con respeto de la privacía.  

B.- Hacer dos o más recuentos al día.  

C.- Establecer un sistema de identificación que permita distinguir a los internos 

de las diferentes secciones, a los miembros del personal y a los visitantes.  
D.- Establecer un sistema de registros periódicos que también respete la 

privacía.  

E.- Revisar a toda persona y a todo vehículo que entre a o salgan de los 

establecimientos.  

F.- Establecer un sistema de comunicación que permita verificar en todo 
momento si las guardias y los custodios están en su sitio y si el orden se 

mantiene. 

 

Tomando en consideración tales disposiciones normativas, 

resulta evidente para este Organismo, que la omisión incurrida por la 

autoridad penitenciaria de la Secretaría de Seguridad Pública de 

Tamaulipas, derivó en el deceso de quien en vida llevaran los 

nombres de   y , 

vulnerando así el derecho a la vida, toda vez que los agentes del 

Estado no garantizaron efectivamente sus derechos humanos 

mientras se encontraban bajo su custodia. 

 

Ahora bien, dentro del Diagnóstico Nacional de Supervisión 

Penitenciara (DNSP) 20211, la Comisión Nacional de los Derechos 

Humanos ha precisado que los Centros de Ejecución de Sanciones en 

la entidad, enfrentan diversa problemática, como la insuficiencia 

de programas para la prevención y atención de incidentes 

                                                         
1
 CNDH. https://www.cndh.org.mx/sites/default/files/documentos/2022-04/DNSP_2021.pdf  
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violentos en lo referente al rubro de “ASPECTOS QUE GARANTIZAN 

LA INTEGRIDAD DE LAS PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD”, así 

como la falta de personal en seguridad y custodia dentro del 

rubro de “CONDICIONES DE GOBERNABILIDAD”; lo cual, resulta 

indispensable para cumplir con lo que se establece en los Tratados 

Internacionales y en la Ley Nacional de Ejecución Penal y que en 

caso contrario propicia una problemática latente a su interior y 

circunstancias de alto riesgo a través de la perpetración de ilícitos, 

como los hechos que nos ocupan. 
 

Aunado a lo anterior, es de destacarse la insuficiencia de 

personal de vigilancia y custodia que aqueja a los centros 

penitenciarios, la falta de condiciones laborales mínimas y salarios 

dignos que padece, la necesidad de capacitación y profesionalización, 

la carencia de recursos materiales y técnicos que enfrentan para 

mantener el orden dentro de los centros penitenciarios y el control 

de las personas privadas de la libertad, lo que demanda la 

intervención contundente de las autoridades de gobierno para 

atender de manera puntual las problemáticas detectadas, generan el 

cultivo propicio donde emerge la corrupción y violencia. En el caso 

específico, donde la persona privada de su liberad que se encontraba 

asignado a la celda “A”5 sacó una “punta” con la cual atacó a los que 

se encontraban asignados a la celda “A” 6 y les causó la muerte.  

 

Según el informe proporcionado por la entonces Directora 

del Centro de Ejecución de Sanciones Victoria, Mtra.  
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 , el 19 de enero de 2023, en el momento que 

ocurrieron los hechos que motivaran el expediente de queja, se 

encontraba a cargo del módulo 4 el C. , siendo ésta 

la única persona  que debía de vigilar y custodiar su área de 

asignación, sin tener personal a su mando para garantizar la 

seguridad de los internos asignados a ese módulo, lo que resultó 

insuficiente para salvaguardar la integridad de las personas privadas 

de la libertad. 

 

Cabe agregar que de acuerdo a  lo dicho por el C.  

, persona a cargo de la custodia y seguridad de ese centro 

penitenciario en el área “A” del módulo 4 el día de los hechos, 

cuando realizaba el recorrido de vigilancia para dar el cierre a dicha 

área, vio a un interno quien habita la celda “A” 5 que tenía en su 

mano un arma hechiza “puntilla” y sus manos manchadas de lo que 

le pareció ser sangre, percatándose que en la celda “A” 6 del mismo 

módulo se encontraban dos personas del sexo  tendidas en 

el suelo y al peguntarle al interno porqué lo había hecho,  éste le 

refirió por coraje por “viejas rencillas”. 

 

La insuficiencia de personal de seguridad, vigilancia y 

custodia en el Centro de Ejecución de Sanciones Victoria no se ajusta 

a lo establecido en el numeral XX de los Principios y Buenas Prácticas 

Sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las 

Américas, el cual recomienda que los lugares de privación de libertad 

dispongan de personal calificado y suficiente en esa materia, 
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tomando en cuenta que en el momento que ocurrieron los hechos, se 

encontraban 33 custodios para la seguridad y custodia de todo 

centro, cubriendo las 24 horas del día, de los cuales sólo 1 elemento 

de seguridad se encontraba asignado al módulo 4; esta omisión 

dificulta garantizar las condiciones de seguridad y afecta el normal 

desarrollo de las actividades tanto de internos como de funcionarios 

y visitantes.         

 

Al respecto, dentro de la Recomendación General 18, Sobre 

la situación de los derechos humanos de los internos en los centros 

penitenciarios de la República Mexicana, la Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos señala que el personal de seguridad y custodia 

asignado a los centros penitenciarios debe ser suficiente para 

garantizar un entorno seguro a la población. 

 

Así también, el Organismo Nacional, dentro de su 

Recomendación 18/2018, retoma lo dicho por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, misma que sostiene que 

“…debe haber un vigilante por cada diez internos…”, en caso 

contrario, se aumenta la posibilidad de que la integridad personal de 

las personas privadas de la libertad esté en peligro de ser vulnerada; 

por lo que resulta primordial que este criterio internacional sea 

observado en los centros penitenciarios de Tamaulipas. 

 

Aunado a ello, dentro de su Recomendación General 

30/2017, la CNDH hace referencia a una tabla mínima de correlación 
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contenida en su Pronunciamiento de 2015, referente a la “La 

Sobrepoblación en los centros penitenciarios de la República 

Mexicana” en donde se establece el número de personas privadas de 

la libertad que racional y factiblemente pueden ser controlados por 

un agente de seguridad, esto en función del nivel de seguridad de 

cada centro, además de tener en cuenta otros criterios; el contenido 

de la tabla mínima aludida, se ilustra a continuación.   

 

Centro de Baja Seguridad 20 internos x 1 custodio 

Centro de Media Seguridad 10 internos x 1 custodio 

Centro de Alta Seguridad 1 interno x 1 custodio 

 

Es menester destacar, que aunado a la suficiencia de 

personal de seguridad y custodia, dentro de la referida 

Recomendación General, se establece la reiterada necesidad de 

adoptar Los principios y buenas prácticas sobre la protección de las 

personas privadas de la libertad en las Américas anteriormente 

aludido, criterio que además se encuentra acorde con lo señalado por 

la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, que al respecto 

sostiene que el personal de los centros “deberá estar integrado por 

empleados y funcionarios idóneos de carácter civil; es decir, por 

personal penitenciario profesional específicamente capacitado y 

destinado a tal efecto”, lo cual nos produce la convicción de que no 

basta con que se cuente con el número adecuado de personas sino 

que también debe establecerse un programa permanente para su 

debida profesionalización. 
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No obstante lo anterior, resulta notorio para esta Comisión 

la insuficiencia de personal de vigilancia y custodia con que cuenta el 

Centro de Ejecución de Sanciones de ciudad Victoria, toda vez que se 

advierte en el oficio SSP/SSESRS/004066/2023 de fecha 08 de 

febrero de 2023, firmado por el Subsecretario de Ejecución de 

Sanciones y Reinserción de la Secretaría de Seguridad Pública de 

Tamaulipas, dirigido a la Directora de Asuntos Internos de la de la 

misma Secretaría, hizo llegar las ordenes de servicio de los días 18, 

19 y 20 de enero de 2023, en los que se advierte que el día que 

ocurrieron los hechos, mismo que fue el 19 de enero de 2023, se 

encontraban 33 custodios para la seguridad y custodia del centro, 

cubriendo las 24 horas del día, de los cuales, 1 elemento de 

seguridad se encontraba asignado al módulo 4, tomando en cuenta 

que es un centro de media seguridad, lo procedente es que debe 

haber un custodio por cada diez personas privadas de su libertad que 

garanticen la seguridad, esta omisión dificulta garantizar las 

condiciones de seguridad y afecta el normal desarrollo de las 

actividades tanto de internos como de funcionarios y visitantes.         

 

Al respecto, si bien esta Comisión advirtió que en el día de 

los hechos, en el precitado centro penitenciario se tenía una 

población aproximada de 875 a 878 personas privadas de la libertad 

de género masculino, lo que implica que por cada 26 personas 

privadas de la libertad en el Centro de Ejecución de Sanciones 

Victoria, aparentemente existía una persona designada para la tarea 
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de vigilancia y custodia en los módulos sin contar con el área 

femenil, lo cual de antemano supera la carga de responsabilidad que 

puede sostener una persona que se desempeña como vigilante o 

custodio. 

Aunado al hecho de que la proporción establecida de forma 

numérica supera más del doble la cantidad personas privadas de la 

libertad que debieran estar bajo la vigilancia y seguridad de un 

centro de mediana seguridad, como lo es el de Victoria, Tamaulipas, 

según la calificación otorgada por la CNDH dentro del Diagnóstico 

Nacional de Supervisión Penitenciaria, lo cierto es que de acuerdo a 

la información proporcionada por el C. , en función 

de custodia, los hechos ocurrieron el día 19 de enero de 2023, a las 

20:30 horas, mientras que se encontraba realizando rondín dentro 

del Centro de Reinserción Social, y que al llegar al área “A” del 

módulo 4 vio a un interno  (PPL) frente a la celda “A” 6 con una 

“puntilla” y las manos manchadas de sangre, después le ordenó que 

ingresara a su celda asignada “A” 5, en seguida, el custodio se 

dirigió a la celda “A” 6 y se percató que había dos personas en el 

suelo, al preguntarle al PPL que estaba en la celda “A” 5 porqué lo 

había hecho, éste le respondió que por coraje por “viejas rencillas”;  

después salió a hacer del conocimiento de los hechos al encargado 

de la guardia, quien dio aviso a la Directora del Centro de Ejecución 

de Sanciones.  

 De lo anterior se colige que, las personas privadas de la 

libertad del área “A” del módulo 4 se encontraban sin personal de 
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custodia cuando ocurrieron los hechos, lo que es evidente la falta de 

custodios dentro del centro penitenciario ya que era un custodio 

asignado para la vigilancia y custodia de este módulo.    

 

Ahora bien, de conformidad con lo informado dentro de los 

oficios SSP/SSESRS/000659/2023 de fecha 09 de enero y 

SSP/SSESRS/005566/2023 del 20 de febrero del año que transcurre, 

signados por el Mtro. , Subsecretario de 

Ejecución de Sanciones y Reinserción Social, la población 

penitenciaria se encontraba entre los 952 y 954 personas privadas 

de la libertad de los cuales son de 875 a 878 hombres y 77 a 76 

mujeres, quienes se encuentran bajo la vigilancia y custodia de 33 a 

39 personas designadas a dicha función por turno 24 horas laborales 

por 48 de descanso. 

 

Con independencia de lo anterior, no se puede pasar por 

alto la obligación con que cuenta la autoridad de ubicar a las 

personas privadas de su libertad en los centros penitenciarios, pues 

con esto se evita que exista contacto entre los mujeres; procesados 

y sentenciados; inimputables; prisión preventiva y en ejecución de 

sentencia por delincuencia organizada o sujetas a medidas especiales 

de seguridad, como se señala en el artículo 5 de la Ley Nacional de 

Ejecución Penal, que a la letra dice:  

“Artículo 5. Ubicación de las personas privadas de la libertad en un Centro 
Penitenciario  

Los Centros Penitenciarios garantizarán la separación de las personas 

privadas de la libertad, de conformidad con lo siguiente: 
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I. Las mujeres compurgarán sus penas en lugares separados de los 

destinados a los hombres;  

II. Las personas procesadas y sentenciadas ocuparán instalaciones 

distintas; 
III. Las instalaciones destinadas a los inimputables se ajustarán a lo 

dispuesto por el Capítulo IX, Título Quinto, de la presente Ley; 

IV. Las personas en prisión preventiva y en ejecución de sentencias por 

delincuencia organizada o sujetas a medidas especiales de seguridad se 
destinarán a espacios especiales. Adicionalmente la Autoridad 

Administrativa podrá establecer sistemas de clasificación de acuerdo en los 

criterios de igualdad, integridad y seguridad.” (Sic).      
 

En la integración del expediente, obra oficio 

CEDESVIC/DIR/00220/2023 firmado por la Mtra.  

, Directora del Centro de Ejecución de Sanciones Victoria, de 

fecha 19 de enero de 2023, dirigido al Encargado del Departamento 

de Seguridad y Custodia, mediante el cual hace del conocimiento que 

en la audiencia inicial de fecha 18 de enero de 2023,  

 ante el Juez de Control de Este Distrito Judicial, 

solicitó seguridad, argumentando que temía por su vida, por lo que 

la Directora ordenó al Encargado de Departamento de Seguridad y 

Custodia, se brindara la protección necesaria para salvaguardar la 

integridad física y psico-emocional del PPL, por lo cual instruyó para 

que fuera ubicado en al módulo 4, en la estancia “A” 6, como medida 

de seguridad; el mismo 19 de enero de 2023 la Mtra.  

, mediante memorándum le solicitó al jefe de Seguridad 

y custodia, la reubicación del PPL indiciado , 

al Módulo 4 estancia “A” 6, con motivo de medidas de seguridad; y 

el 06 de diciembre de 2022, mediante memorándum, la Directora del 

Centro de Ejecución de Sanciones  le solicitó al Jefe del 

Departamento de Seguridad y Custodia, realizara la reubicación 
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correspondiente por petición verbal del PPL  y/o 

, para que fuera reubicado al Módulo 4 estancia 

“A” 5, con motivo de medidas de seguridad, de quienes debió 

haberse salvaguardado el derecho a la vida y seguridad, máxime si 

las tres personas privadas de la libertad externaron  motivos para 

que se aplicaran medidas de seguridad dentro del Centro de 

Ejecución, por lo que fue omisa en atender la instrucción que emitió 

el Juez de Control de este Distrito Judicial, en la audiencia inicial 

celebrada el 18 de enero de 2023 mencionada con anterioridad.  

 

IV. DERECHO A LA PROTECCIÓN DE LA VIDA 

El marco constitucional y convencional señala que el 

derecho a la vida implica que todo ser humano disfrute de un ciclo 

existencial que no debe ser vulnerado arbitrariamente por algún 

agente externo. Las disposiciones que armónicamente establecen su 

protección son los artículos 1° Constitucional; 6.1, del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 1.1 y 4.1, de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos; 3, de la 

Declaración Universal de Derechos Humanos y I, de la Declaración 

Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, al prever que 

todas las personas tienen derecho a la vida y a su integridad. 

 

Según los criterios adoptados por la Corte Interamericana 

de los Derechos Humanos, el contenido normativo antes citado se 

advierte una doble naturaleza en cuanto al respeto al derecho 

humano a la vida, por un lado, el deber del Estado de respetarla, 
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mediante la prohibición de su privación arbitraria, y por otro, el 

deber de adoptar todas las medidas apropiadas para proteger y 

preservar el derecho a la vida de quienes se encuentren bajo su 

jurisdicción, o bien, que no se les impida el acceso a las condiciones 

que la garanticen. 
 

El fallecimiento de las personas privadas de la libertad 

quienes llevaban por nombre  y  

en el Centro de Ejecución de Sanciones de la 

capital del Estado, pone de manifiesto el incumplimiento a la 

obligación por parte de la Subsecretaría de Ejecución de Sanciones y 

Reinserción Social del Estado de la Secretaría de Seguridad Pública 

de Tamaulipas, de asegurar y garantizar los derechos humanos de 

todas las personas, en específico, tratándose de personas privadas 

de la libertad, donde dada su condición de reclusión, la autoridad 

penitenciaria al encargarse de su custodia, asume la calidad de 

garante de todos aquellos derechos que la disposición judicial no les 

hubiere restringido, como es el derecho a la vida; pues como fue 

descrito, la falta de vigilancia en áreas internas del multicitado 

centro penitenciario, propició los actos entre las personas privadas 

de la libertad ubicados al área “A” del módulo 4 que era vigilado -en 

ese momento- únicamente por un custodio, que tuvo como resultado 

la muerte de dos internos asignados a la celda “A” 6. 

 

Desde esa perspectiva, queda de manifiesto que el derecho 

a la vida está íntimamente relacionado y es complementario de otros 
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derechos como el derecho a la integridad personal, que consiste en 

la preservación y desarrollo de las capacidades y aptitudes físicas y 

psicológicas de una persona; este derecho protege a los individuos 

de daños físicos o mentales provocados o que puedan ser 

ocasionados por una multiplicidad de acciones y omisiones, tanto de 

las autoridades que hagan uso de sus potestades públicas o de las 

autoridades que no se encuentren investidas en ese momento de su 

cargo público, así como de los actos de particulares. 

 

Los derechos a la vida y a la integridad personal son dos 

condiciones indispensables de los seres humanos, cuyo respeto, 

protección y garantía no deben pasar desapercibidos por las 

autoridades, e involucran una serie de obligaciones negativas (como 

no privar de la vida) y positivas por parte del Estado (medidas 

administrativas legales y/o judiciales para garantizarlos), y su goce 

efectivo representa una condición necesaria para el disfrute de otros 

derechos humanos. 
 

Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 

en el “Caso Comerciantes vs. Colombia”, Sentencia de 5 de julio de 

2004, párrafo 153 ha decidido que: “Al no ser respetado el derecho a 

la vida, todos los demás derechos carecen de sentido. Los Estados 

tienen la obligación de garantizar la creación de las condiciones que 

se requieran para que no se produzcan violaciones de ese derecho 

inalienable y, en particular, el deber de impedir que sus agentes o 

terceros atenten contra él”. 
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La Suprema Corte de Justicia de la Nación mediante la 

Jurisprudencia constitucional con rubro “DERECHO A LA VIDA. 

SUPUESTOS EN QUE SE ACTUALIZA SU TRANSGRESIÓN POR 

PARTE DEL ESTADO”, publicada en el Seminario Judicial de la 

Federación, con registro 163169, se ha pronunciado también en el 

sentido de que: “además de la prohibición a la privación de la vida, 

el Estado tiene la obligación en el ámbito legislativo, judicial y 

administrativo de adoptar medidas positivas para preservar la 

existencia, por lo que se considera transgresión al derecho a la vida 

no sólo cuando una persona es privada de ésta, sino también cuando 

se omite adoptar las medidas aludidas para preservarla”. 

 

En el presente caso, el personal de seguridad y custodia no 

fue suficiente en número y capacidad para garantizar la seguridad 

entre la población penitenciaria, ya que de acuerdo con la 

información que obra en el expediente que nos ocupa, el día de los 

hechos, al interior de los módulos que conforman el centro 

penitenciario de Victoria se encontraban únicamente 33 elementos 

de seguridad y custodia, lo que evidentemente resultó insuficiente y 

generó la perdiera la vida dos internos. 

 

Los hechos violentos ocurridos en el Centro de Ejecución de 

Sanciones Victoria evidenciaron las condiciones que imperan en el 

mismo, y que se manifiestan en diversas circunstancias que 

violentan y ponen en riesgo los derechos humanos de la población 
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interna en general, tal y como ha quedado señalado en la presente 

Recomendación.    
 

De los elementos de convicción señalados anteriormente se 

desprende en forma clara la violación del derecho humano a la vida, 

cometido en agravio de quienes en vida llevaran lo nombres  

   y    , derecho 

establecido por las siguientes disposiciones normativas:  
 
 

 
 
 
 
 
 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
"Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las 

personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta 

Constitución y en los tratados internacionales de los que el 

Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su 

protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, 

salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 

establece. 

(...) 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen 

la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los 

derechos humanos de conformidad con los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 
En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, 

sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en 

los términos que establezca la ley." 
 
 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
"Articulo 6.1. El derecho a la vida es inherente a la persona 

humana. Este derecho está protegido por la ley. Nadie podrá ser 

privado de la vida arbitrariamente."  

"Artículo 10  

1. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y 

con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano."  

 

Principios de las Naciones Unidas Relativas a una Eficaz 

Prevención e Investigación de las Ejecuciones 

Extralegales, Arbitrarias o Sumarias.  
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"Principio 1. Los gobiernos prohibirán por ley todas las 

ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias y velarán por 

que todas esas ejecuciones se tipifiquen como delitos en su 

derecho penal y sean sancionables con penas adecuadas que 

tengan en cuenta la gravedad de tales delitos. No podrán 

invocarse para justificar esas ejecuciones circunstancias 

excepcionales, como por ejemplo el estado de guerra o de riesgo 

de guerra, la inestabilidad política interna ni ninguna otra 

emergencia pública. Esas ejecuciones no se llevarán a cabo en 

ninguna circunstancia ni siquiera en situaciones de conflicto 
armado interno, abuso o uso ilegal de la fuerza por parte de un 

funcionario o de otra persona que actúe con carácter oficial o de 

una persona que obre a instigación, o con el consentimiento o la 

aquiescencia de aquélla, ni tampoco en situaciones en las que la 

muerte se produzca en prisión. Esta prohibición prevalecerá 

sobre los decretos promulgados por la autoridad ejecutiva.  

2. Con el fin de evitar las ejecuciones extralegales, arbitrarias o 

sumarias, los gobiernos garantizarán un control estricto, con una 

jerarquía de mando claramente determinada, de todos los 

funcionarios responsables de la captura, detención, arresto, 

custodia y encarcelamiento, así como de todos los funcionarios 

autorizados por la ley para usar la fuerza y las armas de fuego."  
 

Convención Americana sobre Derechos Humanos: "Artículo 

5. Derecho a la Integridad Personal 1. Toda persona tiene 
derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral.  

 

Dicha conducta constituye igualmente una desobediencia a 

las obligaciones y principios con que deben conducirse los elementos 

de las corporaciones de seguridad, de acuerdo a lo siguiente: 

 
 

 

 

"Ley de Coordinación del Sistema de Seguridad Pública del 
Estado de Tamaulipas. Artículo 18. Son obligaciones de los 

integrantes de las instituciones de seguridad pública: I. 

Conducirse con dedicación y disciplina, así como con apego al 

orden jurídico y respeto a las garantías individuales y derechos 

humanos reconocidos en la Constitución; XXXVII. Las demás que 

establezcan las disposiciones legales aplicables." 
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V. REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO. 

Esta Comisión sostiene que las violaciones de derechos 

humanos meren una justa reparación integral del daño como un 

elemento fundamental para crear conciencia del principio de 

responsabilidad. Además, es una forma de enmendar una injusta y 

un acto de reconocimiento del derecho de las víctimas y de la 

persona. La facultad de solicitar o determinar cuando existe la 

obligación de reparar el daño, es otorgada, entre otras instancias, a 

esta Comisión Estatal de Derechos Humanos en el artículo 48 de la 

Ley que la rige. 

En los términos del artículo 1º Constitucional, párrafo 

tercero señala que el Estado tiene la obligación de reparar las 

violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca 

la ley. En ese sentido, la Ley General de Víctimas describe la 

obligación de reparar el daño en los artículos 1º, 2º, 4º, 7º, 20, 26 y 

27, así como los señalados en la Ley de Atención a Víctimas para el 

Estado de Tamaulipas. 
 

En el sistema regional, la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos establece esta obligación en su artículo 63.1, al 

señalar la obligación de garantizar al lesionado el goce de su derecho 

o libertad conculcados y estableciendo la obligación de reparar las 

consecuencias de la medida o situación que ha configurado la 

violación de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la 

parte lesionada. 
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Por tales motivos, los poderes del Estado se encuentran 

obligados a reparar integralmente los daños provocados tanto por 

acciones como por omisiones, propias o de terceros, por la situación 

de abandono, ineficacia en la administración pública, procedimientos 

y sistemas adecuados para propiciar una eficaz función pública, con 

ello, evitar que ocurran violaciones a derechos humanos. 
 

En el caso que nos ocupa será importante continuar con la 

investigación de los hechos de manera cuidadosa y profunda, 

identificar a los responsables, y en su caso sancionarlos, ya que esto 

constituye una obligación para las autoridades, y también debe ser 

tomado como una forma de reparación hacia los familiares de las 

víctimas directas. 

 

En mérito de lo expuesto anteriormente y con fundamento 

además en lo dispuesto en los artículos 102 apartado B de la 

Constitución General de la República, así como las diversas 41 

fracciones I y II, 42, 48 y 49 de la Ley de la Comisión de Derechos 

Humanos del Estado de Tamaulipas, así como los numerales 63 

fracción V y 68 primer párrafo del Reglamento Interno, se emiten las 

siguientes: 

 

R E C O M E N D A C I O N E S 

 

Al Secretario de Seguridad Pública del Estado: 
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PRIMERA. Se realicen las acciones necesarias ante la Comisión 

Estatal de Atención a Víctimas, a efecto de que se inscriba a las 

personas que se acrediten como víctimas indirectas en el Registro 

Estatal de Víctimas, con el objetivo de que se repare el daño 

ocasionado en los términos de la Ley General de Víctimas y la Ley de 

Atención a Víctimas para el Estado de Tamaulipas; o en su caso, se 

convenga con las víctimas una forma de compensación justa por la 

responsabilidad institucional y se envíen a esta Comisión las 

constancias que acrediten su cumplimiento.  

 

SEGUNDA. Se realicen acciones a efecto de que se lleven a 

cabo revisiones periódicas en el Centro de Ejecución de Sanciones de 

Ciudad Victoria, Tamaulipas, para prevenir un riesgo a la integridad 

de las personas privadas de la libertad como en el presente caso. 

 

TERCERA. Realizar con inmediatez una evaluación de las 

necesidades en materia de personal de seguridad, vigilancia y 

custodia que se requieran para garantizar la tranquilidad, disciplina y 

el orden en el centro de reclusión, para que la autoridad 

penitenciaria ejerza las funciones que legalmente le corresponden. 

 

CUARTA. Se implementen programas de capacitación 

específicos para dar cumplimiento a los protocolos y medidas 

acordes al derecho internacional de los Derechos Humanos para 

prevenir y atender oportunamente situaciones de emergencia o 
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eventos violentos, dirigidos al personal administrativo y de custodia 

del Centro de Ejecución de Sanciones de ciudad Victoria, Tamaulipas. 
 

QUINTA. Gire las instrucciones a quien corresponda para el 

efecto de que se continúe y resuelva a la brevedad el expediente de 

investigación  iniciado en contra de los servidores 

públicos implicados y se colabore con los procedimientos que deban 

integrarse en el Órgano Interno de Control de la Secretaría de 

Seguridad Pública del Estado y la Fiscalía General de Justicia de 

Tamaulipas.  

Para efecto de lo anterior, remítase copia certificada de la 

presente Recomendación al Órgano Interno de Control de la 

Secretaría de Seguridad Pública del Estado, a efecto de que en el 

ámbito de sus facultades, se encuentre en posibilidad de valorar las 

conductas de los servidores públicos implicados. 

  

Así mimos, remítase copia certificada a la presente 

Recomendación a la Fiscalía General de Justicia del Estado de 

Tamaulipas, a fin de que a efecto de que en el ámbito de su 

competencia, se encuentre en posibilidad de valorar el inicio de la 

investigación con respecto a las irregularidades advertidas de los 

servidores públicos implicados en la presente resolución.   

 

SEXTA. Designe al servidor público que dará seguimiento a 

la instrumentación de la Recomendación emitida, lo anterior en caso 

de aceptarla.  






